[bookmark: _GoBack]El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.   
El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.

Providencia:	Auto – Incidente de desacato en grado de consulta – 24 de enero de 2018
Proceso:                		Acción de Tutela – Deja sin efectos la sanción
Radicación Nro. :	  		66001-31-09-004-2009-00104-02
Accionante:			LUCERO OSPINA RAMÍREZ 
Accionados:     			CAFESALUD
Magistrado Ponente: 		MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Temas: 			INCIDENTE DE DESACATO / DEJA SIN EFECTOS LA SANCIÓN. [A] pesar del evidente el incumplimiento al fallo de tutela emitido el 14 de agosto de 2009 por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira en favor de la señora Lucero, la imposibilidad tanto material como jurídica de la EPS Cafesalud se hace palmaria, y por tanto, como ya se dijo, la sanción que se le impusiera a los funcionarios sancionados dentro del presente asunto no puede ser aplicada tal como se había resuelto por el Despacho de conocimiento, por cuanto ellos en la hora de ahora no tienen ninguna manera de cumplir el fallo de tutela. De acuerdo a lo dicho hasta ahora, es inevitable dejar sin efectos la sanción impuesta dentro del presente asunto, para ordenarle al Juzgado de primer nivel que, de ser necesario, el trámite de desacato se lleve a cabo en contra de la EPS Medimás, por cuanto es la entidad que como consecuencia del proceso de liquidación de Cafesalud, entró a reemplazarla desde el 1° de agosto de 2017 en cuanto a la atención en salud de sus anteriores afiliados. 
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Magistrado Ponente
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

CONSULTA INCIDENTE DE DESACATO

Pereira, veinticuatro (24) de enero de dos mil dieciocho (2018)
Hora: 11:30 a.m.   
Aprobado por Acta No. 44 

	Radicación:
	66001-31-09-004-2009-00104-02

	Accionante:
	Lucero Ospina Ramírez  

	Accionado:
	Cafesalud

	Procedencia: 
	Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira 

	Decisión: 
	Deja sanción sin efectos 


ASUNTO:

Procede la sala a revisar en grado jurisdiccional de consulta, la sanción impuesta por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira a los Doctores VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA y LUIS GUILLERMO VÉLEZ ATEHORTÚA, funcionarios de la extinta CAFESALUD EPS, con ocasión del trámite incidental de desacato promovido por la señora LUCERO OSPINA RAMÍREZ en contra de dicha institución. 

ANTECEDENTES:

Mediante fallo de tutela del 14 de agosto de 2009 la Juez Cuarta Penal del Circuito de Pereira tuteló los derechos fundamentales a la salud, a la vida y a la dignidad humana de la señora Lucero Ospina Ramírez, en consecuencia dispuso en la parte resolutiva de dicho proveído la entrega de unos medicamentos en favor de la accionante, tal decisión fue objeto de impugnación por parte de esta Sala de Decisión, donde además de ser confirmada, se resolvió adicionar un numeral en el sentido de ordenarle a la EPS Cafesalud brindar en adelante una cobertura integral respecto de la patología visual denominada “glaucoma” que padece.

A pesar de lo anterior, el 24 de marzo de 2017 la señora Lucero solicitó se acercó personalmente al Despacho de conocimiento, en donde solicitó que se iniciara un trámite incidental de desacato en contra de Cafesalud EPS-S, toda vez que dicha entidad se había negado a hacerle entrega del medicamento “DORZOLAMIDA CLORHIDRATO 20 MG/ML + TIMOLOL MALEATO 5 MG/ML SOL. OFT. X 5ML O 6ML”.

En vista de lo anterior, el Juzgado de conocimiento mediante auto del 31 de marzo de 2017 emitió un requerimiento a la Dra. Victoria Eugenia Aristizábal Marulanda como Gerente Regional de Cafesalud EPS-S, para que diera cumplimiento a la orden emitida en la sentencia de tutela, y a su superior jerárquico Dr. Luis Guillermo Vélez Atehortúa como Presidente, para que ordenara a la funcionaria anterior el cumplimiento de la decisión aludida y promoviera la correspondiente investigación disciplinaria.   

Teniendo en cuenta que el plazo concedido a la accionada para pronunciarse había culminado sin que ello ocurriera, se dio apertura formal del incidente de desacato mediante auto del 24 de mayo de 2017, en éste se le concedió a los vinculados el término de 3 días para pronunciarse y allegar las pruebas que consideraran pertinentes.

Agotado el trámite incidental, mediante auto interlocutorio del 7 de junio de 2017, la Juez A-quo decidió sancionar con arresto de dos (2) días y multa de dos (02) smlmv, a los Doctores Victoria Eugenia Aristizábal Marulanda y Luis Guillermo Vélez Atheortúa, en sus calidades de Gerente Regional en Pereira y Presidente de Cafesalud EPSS, respectivamente, por su desacato a la sentencia de tutela pluricitada; y se ordenó la consulta de la decisión que hoy ocupa la atención de la Magistratura.

CONSIDERACIONES:

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para revisar y decidir sobre la juridicidad de esta decisión, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión consultada se encuentra ajustada a derecho, para lo cual se deberá establecer si la entidad accionada incurrió en desacato y en caso afirmativo proceder de conformidad.

Según el artículo 86 Superior, la finalidad de la acción de tutela es la protección judicial de los derechos fundamentales de una persona, cuando a través de tal mecanismo se ha comprobado su vulneración; por lo tanto, cuando ello ocurre, y el Juez que asume su conocimiento emite órdenes para salvaguardar tales derechos, lo que se espera de la autoridad obligada es que ésta observe íntegramente el cumplimiento de las mismas.

No obstante, el artículo 52 del Decreto 2591 ha previsto un mecanismo especial para aquellos eventos en que las órdenes impuestas en sede de tutela no son acatadas, de modo que a través de éste se puedan hacer efectivos los derechos reconocidos mediante la amenaza de una sanción en caso de renuencia del accionado a obedecer la decisión.

De este modo, conforme al artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 el Juez que ha proferido el fallo de tutela está en el deber de realizar las gestiones que considere convenientes para el cabal cumplimiento de la decisión constitucional, y tramitará el incidente de desacato a efectos de establecer si ésta ha sido o no acatada, y ante este último panorama, aplicará las correspondientes sanciones de que trata el artículo 52 Ibídem en contra de la persona directamente encargada, y de su superior, hasta que la sentencia sea acatada.

Cuando la decisión del Juez de primera instancia conlleva la imposición de una sanción, ésta debe ser consultada ante su superior funcional, lo que indica que no puede ser ejecutada hasta tanto exista un pronunciamiento de segundo grado que verifique la legalidad y legitimidad de la misma, y consolide la aniquilación de la presunción de inocencia a través de la comprobación de la responsabilidad en cabeza del funcionario sancionado.

Caso Concreto:

El presente incidente de desacato se originó con fundamento en la noticia suministrada por la señora Lucero Ospina Ramírez, mediante la cual puso en conocimiento de la Juez de primer grado que la entidad accionada se encontraba en estado de indiferencia frente a lo ordenado en la sentencia de tutela proferida el 14 de agosto de 2009 mediante el cual se protegieron sus derechos fundamentales. 

Atendiendo a la voluntad de la accionante el Despacho llevó a cabo el procedimiento que estimó pertinente en el caso concreto, mismo que culminó con la imposición de una sanción en contra de los funcionarios vinculados, ello por cuanto no se logró obtener explicación satisfactoria alguna que permitiera comprender las razones de su desobediencia, y tampoco se conoció ninguna actuación diligente realizada por parte suya para conjurar dicho desconocimiento.  

En estas precisas condiciones, encuentra la Sala que aunque efectivamente quedó en evidencia que la entidad accionada se mostró renuente a brindarle oportunamente a la señora Lucero la atención integral que se ordenó vía tutela, lo cual sería en principio la causal de peso para confirmar la sanción aplicada en primera instancia, debe decirse que en este asunto se ha presentado una situación excepcional que le impide a la Corporación avalar su imposición. 

Aunque parezca ilógico lo anterior, teniendo en cuenta que efectivamente a la señora Ospina Ramírez no se le ha brindado de manera integral el tratamiento para su padecimiento, debe tenerse en cuenta que, como es de conocimiento público, la EPS Cafesalud en la actualidad ha dejado de prestar sus servicios de salud bajo esa razón social, y que a partir del 1 de agosto del año 2017 la entidad que entró a reemplazar sus labores fue la recientemente creada EPS Medimás, conforme a la aprobación del plan de reorganización institucional que realizó la Superintendencia Nacional de Salud mediante la Resolución No. 2426 del 19 de julio de 2017, lo que se traduce en una imposibilidad material y jurídica de los funcionarios de la hoy extinta Cafesalud EPS para darle cumplimiento al fallo proferido en contra de aquella cuando se encontraba en vigencia su funcionamiento.

[bookmark: 2.2.3.1.1.3]Quiere decir lo anterior que en el presente asunto deberá darse aplicación a la figura jurídica de la sucesión procesal de que trata el artículo 68 del Código General del Proceso, que reza: “Si en el curso del proceso sobreviene la extinción, fusión o escisión de alguna persona jurídica que figure como parte, los sucesores en el derecho debatido podrán comparecer para que se les reconozca tal carácter.”, norma a la cual se hace remisión de acuerdo a lo estipulado en el artículo 2.2.3.1.1.3.[footnoteRef:1] del Decreto 1069 de 2015; ello, especialmente porque la responsabilidad que da pie a la imposición de una sanción por desacato es netamente subjetiva, y necesariamente recae como una especie de correctivo en contra de quien se encontraba llamado a obedecer la orden judicial, y no en contra de un tercero.  [1: “DE LOS PRINCIPIOS APLICABLES PARA INTERPRETAR EL PROCEDIMIENTO PREVISTO POR EL DECRETO 2591 DE 1991. Para la interpretación de las disposiciones sobre trámite de la acción de tutela previstas por el Decreto 2591 de 1991 se aplicarán los principios generales del Código General del Proceso, en todo aquello en que no sean contrarios a dicho Decreto.”] 

 
En ese sentido, debe tenerse que cuenta que como hoy en día es la EPS Medimás la entidad que legalmente ha iniciado sus labores para asumir la atención médica de la población que anteriormente se encontraba afiliada a la EPS Cafesalud, deberá ser aquella a quien se le vincule dentro del presente asunto para que esclarezca lo que, bajo el desarrollo de sus actividades, ha ocurrido con la señora Lucero Ospina Ramírez y su tratamiento médico, no sólo porque en la actualidad es la llamada al cumplimiento del fallo de tutela que nos ocupa y que originó el trámite incidental, sino que por respeto al derecho fundamental al debido proceso que como contraparte también le asiste a dicha EPS, es necesario que se le garantice el ejercicio de su defensa y contradicción, que sólo podría materializarse con el otorgamiento de la oportunidad de brindar las explicaciones que considere necesarias respecto de este caso. 

Al respecto en Sentencia T-014 de 2009, la Corte Constitucional expuso lo siguiente:

“De otra parte, esta corporación ha reconocido la posibilidad de que, con ocasión de la aplicación de alguna de estas medidas que buscan garantizar la prevalencia de los derechos fundamentales, se generen situaciones que, a su turno, comprometan derechos de esa misma naturaleza, particularmente el derecho al debido proceso de cualquiera de las dos partes que como demandante y demandado participaron en el trámite de la ya resuelta acción de tutela.
 
Esta circunstancia puede afectar a quien inicialmente solicitó la protección tutelar, si la renuencia de quien fue demandado continúa impidiendo el efectivo disfrute del derecho fundamental cuya protección fue judicialmente ordenada, y el juez que conoce del incidente se niega, injustificadamente, a reconocer el desacato que se ha planteado. Del otro lado, el demandado también puede ver lesionado su derecho al debido proceso, especialmente si se le sanciona sin que se reúnan los presupuestos de hecho necesarios para ello...”  (Subrayas nuestras)

Así las cosas, y a pesar del evidente el incumplimiento al fallo de tutela emitido el 14 de agosto de 2009 por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira en favor de la señora Lucero, la imposibilidad tanto material como jurídica de la EPS Cafesalud se hace palmaria, y por tanto, como ya se dijo, la sanción que se le impusiera a los funcionarios sancionados dentro del presente asunto no puede ser aplicada tal como se había resuelto por el Despacho de conocimiento, por cuanto ellos en la hora de ahora no tienen ninguna manera de cumplir el fallo de tutela. 

De acuerdo a lo dicho hasta ahora, es inevitable dejar sin efectos la sanción impuesta dentro del presente asunto, para ordenarle al Juzgado de primer nivel que, de ser necesario, el trámite de desacato se lleve a cabo en contra de la EPS Medimás, por cuanto es la entidad que como consecuencia del proceso de liquidación de Cafesalud, entró a reemplazarla desde el 1° de agosto de 2017 en cuanto a la atención en salud de sus anteriores afiliados. 

En mérito de lo discurrido, El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 

RESUELVE:

PRIMERO: DEJAR SIN EFECTOS la sanción impuesta por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira a los Doctores VICTORIA EUGENIA ARISTIZÁBAL MARULANDA y LUIS GUILLERMO VÉLEZ ATHEORTÚA, funcionarios de la extinta Cafesalud EPSS, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR que por Secretaría de la Sala, se remita el presente expediente al Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, a fin de que allí, de ser necesario, se adelante el trámite de desacato en contra de la EPS MEDIMÁS, de conformidad con lo expuesto anteriormente.

Contra esta decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE, CÓPIESE Y CÚMPLASE.




MANUEL YARZAGARAY BANDERA
Magistrado



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Magistrado



JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ
Magistrado
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